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Resumen: Cualquier profesión u oficio requiere unas determinadas condiciones físicas 
y psíquicas. En el caso de la Policía tales condiciones son muy relevantes debido a las 
situaciones de estrés, violencia y otras circunstancias del trabajo policial. El policía ha 
de reunir tales condiciones cuando es aspirante y también a lo largo de toda su carrera 
profesional. Una disminución de condiciones psico-físicas puede determinar un cambio 
en su situación laboral. Puede incluso, dicha ausencia provocar la jubilación. Se analizan 
en este artículo los aspectos más importantes de la incidencia de la salud mental en los 
miembros de la Ertzaintza.
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case of the Police such conditions are very important due to stress, violence and other 
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also throughout his career. A decrease of psycho-physical conditions can lead to a chan-
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ses the most important aspects of the incidence of mental health in Ertzaintza members.
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1. Salud mental y función policial
Todo ejercicio profesional requiere unas determi-
nadas condiciones psicofísicas, que varían según 
la tarea a realizar. En el caso de la Policía, constitu-
ye un requisito esencial que concurran determina-
das condiciones, tanto para el acceso, como a lo 
largo de su carrera profesional (incluidos los pro-
cedimiento de promoción interna). Ampliamente 
nos hemos extendido sobre estos y otros aspec-
tos relevantes relacionados con la salud mental 
de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad (1). 
A este respecto, la ONU adoptó, en el curso del 
8º Congreso de las Naciones Unidas sobre Pre-
vención del Delito y Tratamiento del Delincuente 
(La Habana, 27 agosto-7 septiembre 1990), unos 
Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza 
y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encar-
gados de Hacer Cumplir la Ley, recomendando en 
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su punto 18 que han de establecerse procesos 
de selección que tengan en cuenta las aptitudes 
psicológicas y físicas apropiadas para el ejercicio 
eficaz de las funciones policiales, siendo perti-
nente un examen periódico de aquellas.
Por su parte, la Recomendación Rec. (2001) 10 
del Comité de Ministros a los Estados miembros 
del Consejo de Europa, sobre el Código Europeo 
de Ética de la Policía (adoptada por el Comité 
de Ministros el 19 de septiembre de 2001, en la 
765ª reunión de los Delegados de los Ministros), 
dentro del apartado IV sobre “Organización de 
las estructura de la Policía”, dedica su epígrafe 
B) a la cualificación, reclutamiento y fidelización 
del personal de policía, conteniendo referencias 
a aspectos importantes de dichos procesos.
En el ámbito de la Unión Europea ha sido creado 
el EMPEN –European Medical and Psychological 
Experts’ Network for Law Enforcement- aprobado 
tras las reuniones del Grupo de Trabajo de Aplica-
ción de la Ley (LEWP) celebradas el 11 de enero, 
18 de febrero, 18 de marzo y 5 de abril de 2011, 
que pretende ser un marco para el intercambio de 
experiencias, el desarrollo de la cooperación, la 
organización de formación común y condiciones 
de empleo de la terminología técnica por parte de 
oficiales médicos y psicólogos de la policía. 
En el Derecho interno estatal la Ley Orgánica 
2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad (LOFCS) desarrolla el art. 104.2 CE que 
remite a una normativa de tal rango para la deter-
minación de las funciones, principios básicos de 
actuación y estatutos de las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad, las cuales comprenden las Fuer-
zas y Cuerpos de Seguridad del Estado (Cuerpo 
Nacional de Policía y Guardia Civil), los Cuerpos 
de Policía de las Comunidades Autónomas y los 
Cuerpos de Policía dependientes de las Corpora-
ciones Locales (art. 2 LOFCS). En el Preámbulo de 
la LOFCS (apartado II.b) se alude a la necesidad 
de “una adecuada selección que garantice el 
equilibrio psicológico de la persona”.
Para la prevención de riesgos que afecten a las 
condiciones psicofísicas de los agentes policia-
les existen por su parte unos dispositivos ad 
hoc. Y, por supuesto, para el tratamiento de los 
policías existen igualmente unos recursos asis-
tenciales.
2.  Factores psicosociales de la actividad 
policial
En 1974 la Asamblea Mundial de la Salud resaltó 
la importancia y los efectos de los factores psi-
cosociales en el trabajo sobre la salud de los tra-
bajadores. Posteriormente la Comisión paritaria 
de la Organización Internacional del Trabajo y la 
Organización Mundial de la Salud en 1984 elabo-
ró un importante documento sobre el tema (2), 
el cual daría lugar a posteriores documentos de 
cada una de dichas organizaciones (3,4). En el 
citado documento de la Comisión Paritaria OIT/
OMS, se emplea la siguiente definición:
“Los factores psicosociales en el trabajo con-
sisten en interacciones entre el trabajo, su me-
dio ambiente, la satisfacción en el trabajo y las 
condiciones de organización, por una parte, y 
por la otra, las capacidades del trabajador, sus 
necesidades, su cultura y su situación perso-
nal fuera del trabajo, todo lo cual, a través de 
percepciones y experiencias, puede influir en 
la salud, en el rendimiento y en la satisfacción 
en el trabajo” (2).
Los riesgos psicosociales, a diferencia de los 
factores psicosociales, no son condiciones orga-
nizacionales sino hechos, situaciones o estados 
del organismo, con una alta probabilidad de da-
ñar la salud de los trabajadores de forma apre-
ciable. Se caracterizan por (5):
•  La afectación de derechos fundamentales del 
trabajador.
•  Los efectos globales sobre la salud del tra-
bajador.
•  La afectación de la salud mental del traba-
jador.
•  La existencia de formas de cobertura legal.
Los riesgos psicosociales tienen repercusiones 
especialmente notables en la salud mental. Aun-
que no pueda hacerse una diferenciación neta, 
los riesgos psicosociales, por su propia naturale-
za, afectan de forma relevante y global a los pro-
cesos de adaptación de la persona y a su sistema 
de estabilidad y equilibrio mental. 
Los datos actuales indican que la ansiedad y la 
depresión, además de otros indicadores de mala 
salud mental, están asociados a la exposición a 
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los riesgos psicosociales (6, 7). Especial men-
ción merece el trastorno de estrés postraumático 
que, aunque en el ámbito laboral comúnmente 
suele verse asociado a riesgos psicosociales ta-
les como la violencia, el acoso laboral y el acoso 
sexual (5, 8-10), en el caso de los trabajadores de 
los servicios públicos de emergencia está íntima-
mente relacionado con las situaciones que de-
ben afrontar en su específica actividad laboral. 
Por ejemplo el reciente fallecimiento de un joven 
hincha del Atletic de Bilbao tras ser alcanzado 
por una pelota de goma lanzada por la Ertzaint-
za, sin lugar a dudas produjo un fuerte impacto 
emocional en los agentes que participan de ma-
nera habitual en acciones de mantenimiento del 
orden.
2.1. Estrés
En lo relativo al estrés, ya en el año 2003, la OIT, 
en su “Reunión paritaria sobre los servicios pú-
blicos de urgencia”, elaboró unas directrices al 
efecto (11). Se resalta en ellas que la extensión 
de las consecuencias psicológicas no abarcan 
sólo a profesionales sino que se extienden a 
familias y organizaciones y la necesidad de que 
los propios trabajadores participen en su plani-
ficación (punto 3.1); que a dicho colectivo se le 
deben aplicar las leyes nacionales y locales en 
materia de seguridad (punto 3.2.1); que se debe 
investigar específicamente el riesgo al que están 
sometidos dichos colectivos (punto 3.3) y que es 
importante implantar programas preventivos y 
asistenciales (punto 3.5).
Tras recabar informes de expertos, el Consejo 
de Administración de la OIT aprobó una nueva 
lista de enfermedades profesionales el 25 de 
marzo de 2010, en su 307ª reunión. Esta nueva 
lista sustituye a la que figuraba en el Anexo de la 
Recomendación núm. 194 que fue adoptada en 
2002 (12). Todo ello, había sido objeto de varias 
reuniones de trabajo, en las que se afirmó que: 
“un trastorno de estrés postraumático era el re-
sultado de una exposición a una  o a una serie de 
situaciones o sucesos extremadamente violen-
tos o estresantes a los que muchos trabajadores 
podrían verse expuestos, entre ellos, los funcio-
narios policiales, los trabajadores de los servi-
cios de urgencia y socorrismo, los bomberos y 
los conductores de trenes”. El representante de 
la OMS hizo hincapié en que “no podía conside-
rarse la salud sin tener en cuenta la salud mental 
y destacó además que una lista de enfermeda-
des profesionales que no contemplara un punto 
sobre trastornos mentales y del comportamiento 
no podría considerarse una lista completa” (13). 
Así por primera vez se incorporan los trastornos 
mentales y del comportamiento con la siguiente 
redacción: 
“2.4. Trastornos mentales y del comporta-
miento:
2.4.1. Trastorno de estrés postraumático
2.4.2. Otros trastornos mentales o del compor-
tamiento no mencionados en el punto anterior 
cuando se haya establecido, científicamente 
o por métodos adecuados a las condiciones y 
la práctica nacionales, un vínculo directo en-
tre la exposición a los factores de riesgo que 
resulte de las actividades laborales y el(los) 
trastorno(s) mentales o del comportamiento 
contraído(s) por el trabajador”.
También la Recomendación 2003/670/CE, de 19 
septiembre, del Consejo de Europa, en su artícu-
lo 1. 7, recomienda a los Estados miembros “que 
promuevan la investigación en el ámbito de las 
enfermedades relacionadas con una actividad 
profesional, en particular para las enfermedades 
que se describen en el anexo II y para los trastor-
nos de carácter psicosocial con el trabajo” (14).
Abordar el tema del estrés entre los componen-
tes de las FCS, requiere tener en cuenta aspectos 
tanto del desempeño profesional, como de la or-
ganización policial. El individuo en su desempe-
ño laboral, no puede abstraerse del resto de sus 
circunstancias vitales, por lo tanto, y tal como 
señala Peiró (15), “resulta difícil, no obstante, lle-
gar a diferenciar claramente el peso concreto de 
la organización en todos esos aspectos de la vida 
del individuo porque otros factores personales, 
sociales, familiares, y otros comportamientos 
extra-organizacionales pueden influir también 
sobre ellos, e interaccionar con las situaciones y 
los comportamientos dentro de la organización”. 
De esta manera, y si queremos afrontar en pro-
fundidad el problema del estrés en estos profe-
sionales, debemos abordar la figura humana del 
componente de la Institución y en qué medida 
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los avatares de su devenir vital influyen y son 
influenciados por su pertenencia a las FCS. Es 
dentro de dicha filosofía asistencial, donde hay 
que inscribir las palabras de Solan y Casey (16), 
cuando concluyen que en las fuerzas policiales 
del siglo XXI no debe resultar incompatible la 
existencia de un fuerte sentido de servicio a la 
Sociedad, con evitar el olvido del bienestar de 
las propias familias, amigos y de uno mismo.
2.2. Suicidio
Evidentemente Estrés y Suicidio se hayan íntima-
mente relacionados. Por ello, debe entenderse 
que cualquier actuación preventiva sobre el pri-
mero repercutirá sin lugar a dudas en el segun-
do; de ahí la importancia de la prevención prima-
ria y la atención psicosanitaria a los agentes de 
las FCS que a diario deben afrontar situaciones 
potencialmente estresantes.
La OMS define el suicidio, como “el resultado de 
un acto deliberadamente emprendido y ejecutado 
por una persona con pleno conocimiento o previ-
sión de su desenlace fatal”, y añade que constitu-
ye hoy día un problema muy importante de salud 
pública (17), que está en aumento (18).  Lo ante-
rior lo convierte en objeto de estudio y atención 
en general y también en el específico ámbito poli-
cial, como señaló un estudio de la OIT (19).
La correlación entre índice de suicidio y actividad 
ocupacional está suficientemente documentada 
a nivel general (20-24). También ha sido muy 
abundante desde hace décadas, especialmente 
en el ámbito anglosajón, la literatura científica 
acerca del fenómeno suicida entre los miembros 
de los cuerpos policiales, señalándose una ma-
yor incidencia de dicho fenómeno en tal tipo de 
empleados públicos (25-29). Algunos trabajos, 
en base a estudios estadísticos, han ponderado 
algunos factores de medida (30-31). En este sen-
tido, aunque está constatada la relación entre 
posesión de armas y suicidio en diversos cuer-
pos de policía (32) y que la limitación en el acce-
so a armas de fuego es una medida preventiva 
eficaz (33), parece obvio que dicha limitación en 
el caso que nos ocupa es inviable.
Uno de los autores más reputados en la actuali-
dad es Thomas Joiner, autor de la teoría sobre el 
suicidio de la psicología interpersonal (34). Para 
este autor son necesarias tres circunstancias para 
suicidarse: sentimientos de aislamiento en rela-
ción a los otros,  convicción de constituir una car-
ga para otras personas o para la sociedad y tener 
capacidad para sobreponerse al dolor y al miedo 
asociados con el acto suicida. En la citada teoría 
se establece una distinción entre ideación suici-
da y acto suicida; esto es, diferencia entre quien 
desea morir y quien puede morir suicidándose. 
Para Joiner, el deseo de muerte por suicidio surge 
de la confluencia de dos estados interpersonales: 
onerosidad percibida (convicción de ser una carga 
para amigos, familiares, sociedad) y la pérdida de 
pertenencia (sentirse aislado del grupo, del entor-
no, alienado); no obstante, para que se produzca 
el acto suicida, el poderoso instinto de supervi-
vencia debe ser superado; y ahí es donde juegan 
un papel fundamental experiencias previas del 
sujeto, que pueden facilitar su afrontamiento de 
situaciones potencialmente peligrosas, haciendo 
más fácil que lleve a cabo el suicidio.
Como parte del estudio del preocupante fenóme-
no del suicidio dentro de las Fuerzas Armadas de 
los EE.UU., se han obtenido interesantes eviden-
cias para comprender la dinámica que subyace al 
mismo. En ellas se sugiere que la exposición al 
combate puede ser un facilitador de las conduc-
tas suicidas, en la medida que un intento autolí-
tico despierta anticipados sentimientos de mie-
do y dolor y la exposición a situaciones derivadas 
del combate también originaría miedo y dolor, al 
producirse en este último caso una habituación 
a los mismos; ésta posteriormente ayudaría al 
sujeto a vencer también el temor al suicidio, esto 
es, lo llevarían a tener mayor capacidad para sui-
cidarse. En dicho trabajo se observa que, incluso 
tomando en cuenta aspectos tales como géneros, 
antecedentes suicidas, pertenecer a un grupo 
clínico o manifestar signos de depresión o estrés 
postraumático, aquellos militares que habían 
estado desplegados en zona de combate mos-
traban un mayor grado de capacidad suicida; no 
obstante, también se observó que el propio en-
trenamiento militar mostraba incluso una mayor 
incidencia en la variable denominada capacidad 
(35-37). En nuestro caso, contamos con que los 
policías también reciben un entrenamiento para 
que puedan superar situaciones estresantes; su 
día a día laboral incluye la exposición a culturas 
presididas por la violencia y donde se producen 
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agresiones que pueden conducir a la muerte o 
heridas graves, a su vez disponen de armas, dán-
dose por lo tanto condiciones suficientes para 
que exista el incremento de riesgo señalado.
Es necesario incidir en que el abordaje de la 
conducta suicida debe realizarse a nivel multi-
disciplinar, con la participación de psiquiatras, 
psicólogos, médicos y –en su caso- religiosos 
formando equipo (38). Asimismo, también es im-
portante que la intervención tome en considera-
ción el núcleo familiar del agente (39-40). Natu-
ralmente ha de prestarse atención a la existencia 
de problemas previos de índole mental, así como 
a la concurrencia de eventos vitales que pudie-
ran favorecer la aparición de trastornos de estrés 
postraumático (PTSD) (41).
2.3. Acoso psicológico
Esta materia se encuentra regulada en la Orden 
de 10 de septiembre de 2007, del Consejero de 
Interior del Gobierno Vasco, referente a las me-
didas de prevención y el procedimiento de actua-
ción en los casos de acoso moral en el trabajo 
del personal de la Ertzaintza (BOPV, 3 de octu-
bre). En ella se afirma: “Se entiende por acoso 
moral en el trabajo, aquella situación en la que 
una persona o grupo de personas ejercen una 
violencia psicológica sobre otra u otras personas 
en el lugar de trabajo, con el fin de destruirlas 
personal o profesionalmente, creando un clima o 
ambiente laboral hostil. Esta violencia ha de ser 
sistemática o habitual, esto es, está inmersa en 
un proceso y no se trata de un único acto, por 
grave e intenso que éste pueda ser” (art. 3.1).
Las conductas de acoso moral tienen un amplio 
espectro: “Esto incluye, entre otras conductas, la 
intimidación y el hostigamiento que se base en la 
edad, en la discapacidad, en el estado de salud, 
en las circunstancias familiares, en el sexo, en la 
orientación sexual, en el género, en la raza, en el 
color, en el idioma, en las creencias u opiniones 
políticas, sindicales u otras, en el origen nacional 
o social, en la asociación con una minoría, en la 
propiedad, en el nacimiento u otra condición, y 
que afecta a la igualdad de hombres y mujeres 
en el trabajo” (art. 3.3).
En el plano descriptivo lo anterior se completa 
con la concreción que realiza el art. 3.2 de la 
Orden precitada: “El acoso puede obedecer a 
motivos laborales o extralaborales, pero ha de 
producirse en el lugar de trabajo”.
3. La Policía propia del País Vasco
Tanto las Policías Locales como la Ertzaintza tie-
nen más remotos antecedentes (42-43). No obs-
tante fue en el marco autonómico instaurado con 
la Constitución de 1978 en el que se sientan las 
bases del sistema competencial en materia de 
seguridad del País Vasco.
La Ley Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre, de 
Estatuto de Autonomía para el País Vasco (EAPV), 
dedica su art. 17 a los Cuerpos policiales, estable-
ciendo que “corresponderá a las Instituciones del 
País Vasco, en la forma que se determina en este 
Estatuto, el régimen de la Policía Autónoma para la 
protección de las personas y bienes y el manteni-
miento del orden público dentro del territorio au-
tónomo”. Correspondiendo el mando supremo al 
Gobierno del País Vasco, inicialmente las Policías 
Autónomas del País Vasco estaban integrada por 
el  Cuerpo de Miñones de la Diputación Foral de 
Álava, ya existente y por los Cuerpos de Miñones y 
Miqueletes dependientes de las Diputaciones de 
Vizcaya y Guipúzcoa que se restablecen mediante 
el Estatuto de Autonomía (art. 17.5 EAPV).
La Ley autonómica 4/1992, de 17 de julio, de Po-
licía del País Vasco (LPPV), modificada en varias 
ocasiones, configura la actual Ertzaintza y ade-
más integra a ésta y a las Policías Locales dentro 
del concepto de “Policía del País Vasco” (PPV) 
(art. 2.b). 
Los Cuerpos de la PPV son “institutos armados 
de naturaleza civil y estructura y organización je-
rarquizada”, siendo sus miembros funcionarios 
públicos que ostentan el carácter de agentes de 
la autoridad (art. 25 LPPV).
La Ertzaintza está formada por las Escalas Su-
perior (actual subgrupo A1), integrada por las 
categorías de Superintendente e Intendente; 
Ejecutiva (actual subgrupo A2), integrada por las 
categorías de Comisario y Subcomisario; de Ins-
pección (actual subgrupo C1), integrada por las 
categorías de Oficial y Suboficial y Básica (actual 
subgrupo C2), integrada por las categorías de 
Agente Primero y Agente. Además existe la Esca-
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la de Facultativos y Técnicos que pertenecerán a 
cada grupo de clasificación en función de la titu-
lación exigida en cada caso.
La jefatura y superior dirección de la Ertzaintza 
corresponde al Departamento de Interior del Go-
bierno Vasco (art. 5.2 LPPV).
Dentro de la estructura orgánica de la Ertzaint-
za existen la Secciones de Miñones de Álava, 
Forales de Bizkaia y Mikeletes de Gipuzkoa (art. 
107.4 LPPV), las cuales funcionalmente depen-
den de las respectivas Diputaciones Forales (art. 
110 LPPV). Ejercen las funciones de representa-
ción de las instituciones forales, protección de 
sus autoridades y protección y custodia de los 
bienes del patrimonio foral, prestando auxilio al 
resto de las unidades o servicios de la Ertzaina y 
pudiendo asumir asimismo funciones policiales 
en materia de transporte por carretera y conser-
vación y policía de carreteras (art. 109 LPPV).
La LPPV regula en sus aspectos principales la 
Academia de Policía del País Vasco, que juega 
un importante papel en la labor de selección y 
formación de la PPV.
4. El proceso de ingreso
La selección de los funcionarios de los Cuerpos 
que integran la PPV, corresponde a la Adminis-
tración pública correspondiente (autonómica o 
local) (art. 44.1 LPPV), pero se produce una homo-
geneización de los procesos selectivos (1). Tal ho-
mogeneización viene explicitada en el preámbulo 
del Decreto 315/1994, de 19 de julio, por el que se 
aprueba el reglamento de selección y formación 
de la Policía del País Vasco (BOPV, 19 de agosto), 
el cual se refiere al establecimiento de “un régi-
men común respecto al ingreso, formación y régi-
men estatutario con la finalidad de garantizar la 
profesionalidad, homogeneidad y la movilidad de 
los funcionarios entre los distintos cuerpos que 
conforman la Policía del País Vasco”.
En cualquier caso se ha de “garantizar la selec-
ción de quienes reúnan las condiciones cognos-
citivas, psíquicas y físicas más apropiadas para el 
desempeño de la función”, a cuyo efecto se pre-
vé la realización de test psicotécnicos, pruebas 
de aptitud física y entrevistas (art. 44.2 LPPV), 
pruebas todas ellas que serán tomadas también 
en consideración con posterioridad (44). 
El régimen de selección de la Policía vasca se 
encuentra regulado, además de por la propia 
LPPV (arts. 44-59) por el Decreto 315/1994, de 
19 de julio, por el que se aprueba el reglamen-
to de selección y formación de la Policía del 
País Vasco (BOPV, 19 de agosto) (D 315/1994). 
La LPPV reconoce la eventual instauración de 
cualquier sistema que resulte adecuado “para 
garantizar la selección de quienes reúnan las 
condiciones cognoscitivas, psíquicas y físicas 
más apropiadas para el desempeño de la fun-
ción” (art. 44.2).
En el Capítulo V, Selección, Sección 2ª “Sistemas 
de Selección” de la LPPV, se establece que el in-
greso en los Cuerpos que integran la Policía del 
País Vasco se llevará a cabo mediante los siste-
mas de oposición, concurso o concurso-oposi-
ción, según las distintas categorías. En el caso de 
la categoría de Agente, rige el sistema de oposi-
ción o concurso-oposición libres (art. 56.1). Tam-
bién se establece un turno libre para la categoría 
de Subcomisario (art. 56.3) y tal posibilidad de 
turno libre también se contempla para el ingreso 
en las Escalas de Facultativos y Técnicos, aunque 
sólo cuando las vacantes no pueden proveerse 
por promoción interna (art. 56.5). 
Para tomar parte en los procesos selectivos es 
preciso reunir un conjunto de requisitos, entre 
los que se encuentra “no estar incurso en el 
cuadro de exclusiones médicas”, al que alude la 
Disp. Adic. 8ª LPPV y que figura en el Anexo del D 
315/1994, que fue modificado por el Decreto de 
36/2004, de 17 de febrero (BOPV, 2 de marzo). 
En su apartado E) se recogen las siguientes ex-
clusiones referidas al “Estado mental”:
“14.- Síntomas y/o signos clínicos biológicos 
indicadores de intoxicación exógena (detec-
ción de metabolitos de drogas de abuso en 
orina). Toxicomanías. Alcoholismo.
15.- Trastornos mentales y de conducta o an-
tecedentes de los mismos que, a juicio del 
tribunal médico, ocasionen limitación para el 
desempeño de la función policial”.
También figura como exclusión la “Epilepsia y/o 
antecedentes de la misma. Convulsiones sin fi-
liar. Temblor de cualquier etiología” (apartado 
D.11 del Anexo).
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El cuadro de exclusiones por razones psíquicas de 
la Ertzaintza es muy breve, y en este sentido similar 
al vigente para el Cuerpo Nacional de Policía (Orden 
de 11.1.1988, BOE, 19 de enero). Ambos contrastan 
con los más amplios cuadros de la Guardia Civil: el 
general de la Orden 9.4.1996 (BOE, 16 de abril) y el 
específico para la Escala Superior de Oficiales de la 
Orden PRE/2622/2007, de 7 de septiembre (BOE, 
13 de septiembre) (45-46).
El “órgano responsable” para proponer la ex-
clusión del aspirante es un “tribunal médico” 
que emite el correspondiente dictamen (art. 37 
D 315/1994). Tal como puede comprobarse, en 
cualquiera de las convocatorias para ingreso 
como Agente de la Ertzaintza1, el Tribunal médi-
co es nombrado por la Dirección de la Academia 
de Policía del País Vasco y estará integrado por 
un Presidente, dos vocales y un secretario. Los 
informes que dicho Tribunal emita “deberán ser 
motivados cuando se advierta la concurrencia de 
alguna causa de exclusión del proceso selecti-
vo”, garantizándose en todo caso el derecho de 
audiencia de la persona afectada.
Por otra parte, en la modalidad selectiva de “opo-
sición” se establece la realización de “pruebas 
psicotécnicas dirigidas a determinar las aptitudes 
y actitudes de los aspirantes para el desempeño 
de los puestos y tareas policiales de que se tra-
te, entre las que podrán incluirse la realización de 
test psicológicos, entrevistas personales, dinámi-
ca de grupos u otras” (art. 9.b) D 315/1994).
Utilizando como referente la citada Resolución 
de 19 de abril de 2010, durante el procedimiento 
selectivo para Agente de la Ertzaintza, se realiza-
rán ejercicios dirigidos a evaluar las aptitudes de 
los aspirantes (aptitudes cognitivas, aptitudes 
verbales, aptitudes espaciales e interpretación 
de da tos) (base 7ª.1.b) e igualmente se realiza-
rá un test de personalidad “dirigido a evaluar 
los rasgos de personalidad y otros indicadores 
de desajuste o inadaptación de los aspirantes 
al perfil profesiográfico del puesto convocado” 
(base 7ª.1.c). Además la tercera prueba de la 
1  Por ejemplo, Resolución de 19 de abril de 2010 de la Direc-
tora de la Academia de Policía del País Vasco, por la que se 
convoca Procedimiento Selectivo para ingreso en la Categoría 
de Agente de la Escala Básica de la Ertzaintza (BOPV, 6 de 
mayo), Base 13ª.
oposición, de carácter obligatorio y eliminatorio, 
consiste en la realización de pruebas psicotécni-
cas, entrevista y/o dinámica de grupos (todos o 
algunos de ellos); dichas pruebas están “dirigi-
das a determinar la idoneidad conductual y com-
petencial de los opositores con el perfil profesio-
gráfico del puesto convocado” (base 7ª.3).
Tras la fase de selección han de realizarse cur-
sos de formación y períodos de prácticas (art. 
51.1 LPPV). En tal fase se establece asimismo un 
control médico de los aspirantes a ingreso. El art. 
54.3 señala al respecto:
“Durante el curso y prácticas, o al término de las 
mismas, los aspirantes podrán ser sometidos a 
cuantas pruebas médicas sean precisas en or-
den a comprobar su adecuación al cuadro de 
exclusiones médicas establecido para el ingre-
so en la categoría. Si de las pruebas practicadas 
se dedujera la concurrencia de alguna causa de 
exclusión, el órgano responsable podrá propo-
ner, en función de la gravedad de la enfermedad 
o defecto físico, la exclusión del aspirante del 
proceso selectivo, correspondiendo al órgano 
competente para efectuar el nombramiento 
adoptar la resolución que proceda”.
En cuanto a la valoración de la idoneidad profe-
sional se realizará durante el curso de formación 
(únicamente cuando se trate del ingreso por tur-
no libre). Se complementará la evaluación de la 
aptitud personal (art. 33.a) D 315/1994) en el pe-
riodo de prácticas, cualquiera que sea el proceso 
de ingreso (art. 33.b) D 315/1994), definiéndose 
con claridad el tipo de instrumentos a utilizar, 
los cuales han de ser de probada eficacia a fin 
de reducir al mínimo la subjetividad de los datos 
registrados (art. 33.2 D 315/1994), procedién-
dose igualmente a supervisar que se mantienen 
las condiciones que determina el anteriormente 
citado cuadro de exclusiones médicas (art. 37 D 
315/1994).
También durante la estancia en la Academia han 
de valorarse las actitudes de los aspirantes, va-
lorándose aspectos tales como: “el interés en los 
cursos, método de trabajo, capacidad de juicio, 
expresión verbal, regularidad en el esfuerzo, par-
ticipación en los grupos y compañerismo, confian-
za en sí mismo, autocontrol y capacidad de lide-
razgo” (art. 21.1 Orden de 22 de febrero de 1982, 
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del Consejero de Interior, por la que se aprueba el 
reglamento de régimen interior de alumnos de la 
Academia de la Ertzaintza (BOPV, 1 de abril) (Or-
den 22.2.1982), reformada por la Orden de 12 de 
febrero de 1990 (BOPV, 19 de febrero).
En el período de Academia está prohibida en 
cualquier estancia de la misma la tenencia y con-
sumo de bebidas destiladas y drogas ilegales, 
así como el consumo de sustancias psicotrópi-
cas legales sin el conocimiento de los Servicios 
Médicos (art. 10 Orden 22.2.1982).
5. La promoción interna
El ingreso en las categorías de Agente Primero, 
Suboficial, Oficial, Comisario, Intendente, Super-
intendente y Escalas de Facultativos y Técnicos 
tiene lugar por promoción interna, mediante los 
sistemas de oposición, concurso o concurso-
oposición, existiendo también un turno de pro-
moción interna para la categoría de Subcomisa-
rio (art. 56 LPPV).
El art. 58 LPPV establece que el acceso por pro-
moción interna “requerirá la superación de las 
mismas pruebas que las establecidas para el in-
greso en turno libre”, las cuales se complemen-
tarán, como una fase más del proceso selectivo, 
con la realización de cursos de formación y perío-
dos de prácticas” (art. 51.1 LPPV). 
Sin embargo, llamativamente no existe ninguna 
mención relativa a la evaluación del estado psi-
cofísico ni de las actitudes (aunque sí de las ap-
titudes) de los aspirantes a superar los cursos de 
capacitación para el acceso a la Escala de Inspec-
ción (Oficial y Suboficial) y ejecutiva (Comisario y 
Subcomisario) de la Ertzaintza y Técnica de los 
Cuerpos de Policía Local2.
2  Órdenes de 8 de junio de 1995, del Consejero de Interior, por 
la que se determinan los contenidos generales y los modos de 
evaluación de los cursos de capacitación para el acceso a la es-
cala de inspección previstos en el artículo 57.1.a) del Decreto 
315/1994, de 19 de julio, por el que se aprueba el Reglamento 
de Selección y Formación de la Policía del País Vasco y de 8 de 
junio de 1995, del Consejero de Interior, por la que se determi-
nan los contenidos generales y los modos de evaluación de los 
cursos de capacitación para el acceso a la escala ejecutiva de 
la Ertzaintza y técnica de los cuerpos de Policía Local previstos 
en el artículo 57.1.b) del Decreto 315/1994, de 19 de julio, por 
el que se aprueba el Reglamento de Selección y Formación de 
la Policía del País Vasco (ambas en el BOPV, de 22 de junio).
Por ejemplo, mediante Resolución de 18 de julio 
de 2011 (BOPV, 19 de julio), de la Directora de la 
Academia de Policía del País Vasco, se convocó 
procedimiento selectivo para ascenso a la Ca-
tegoría de Subcomisario o Subcomisaria de la 
Escala Ejecutiva de la Ertzaintza. Esta convocato-
ria no hace mención alguna a pruebas médicas, 
aunque si contempla la realización de pruebas 
psicotécnicas y de personalidad (base 2ª.5). La 
prueba psicotécnica, al igual que en el caso de 
los Agentes de la Escala Básica, está “dirigida a 
determinar las aptitudes y actitudes de las per-
sonas para el desempeño del puesto y tareas 
policiales de la categoría de Subcomisario o 
Subcomisaria”, pudiendo incluir uno o varios de 
los siguientes tipos de ejercicios: test psicológi-
cos, entrevistas personales, dinámicas de grupo 
u otros que el Tribunal considere convenientes 
(base 7ª.1). Similares pruebas se realizan para el 
ascenso a la categoría de Intendente [Resolución 
de 18 de julio de 2011 (BOPV, 19 de julio)].
Por otro lado, en la realización de cursos de es-
pecialización, puede regir un cuadro específico 
de exclusiones médicas (art. 55.3 D 315/1994) 
(44). 
6.  Incidencia de la salud mental sobre las 
situaciones administrativas y la pérdida de 
la condición de funcionario
6.1. Licencia por enfermedad 
Los funcionarios de la PPV tienen reconocido el 
derecho a las licencias que, con carácter general 
prevé la Ley 6/1989, de 6 de julio, de la Función 
Pública Vasca (LFPV) (art. 75.j LPPV). A este res-
pecto el art. 70.2.g) LFPV contempla la licencia, 
debidamente justificada, “por enfermedad que 
impida el normal desempeño de la función”.
El Anexo del Decreto 4/2012, de 17 de enero, 
por el que se aprueba el Acuerdo regulador de 
las condiciones de trabajo del personal de la Ert-
zaintza para los años 2011, 2012 y 2013 (BOPV, 
20 de enero), reconoce en su art. 43 el permiso 
a los miembros de la Ertzaintza, “en los supues-
tos de enfermedad o accidente que les incapa-
cite para el normal desarrollo de sus funciones, 
siempre y cuando este extremo venga avalado 
por baja de los servicios de la asistencia sani-
taria”; en tal caso, “tendrán derecho a permiso 
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hasta el alta médica correspondiente, siempre y 
cuando continúe vigente la relación de servicios 
que le une a la Administración”. Tales permisos 
“podrán ser controladas por la Administración 
en la forma que estime oportuna”, pudiendo la 
Administración hacer el seguimiento y verificar 
el estado de enfermedad o accidente mediante 
el reconocimiento a cargo del “Servicio Médico 
de Empresa”. Los ertzaintzas están obligados a 
acudir a las citaciones de este Servicio, acarrean-
do la inasistencia no justificada la pérdida de los 
auxilios económicos complementarios.
6.2. Segunda actividad
Se contempla el pase a segunda actividad, ex-
cepto para la Escala de Facultativos y Técnicos 
de la Ertzaintza, cuando se produzca una insu-
ficiencia apreciable y presumiblemente perma-
nente, de las facultades físicas o psíquicas nece-
sarias para el eficaz desempeño de las funciones 
propias de la categoría (art. 85.b) LPPV). Como 
más específicamente establece el art. 87.1 LPPV, 
pasarán a la situación de segunda actividad 
“aquellos funcionarios que antes de cumplir la 
edad reglamentariamente establecida, o cum-
plida ésta si hubieran obtenido la prórroga en 
la situación de servicio activo, tengan una dis-
minución apreciable de las facultades psíquicas 
o físicas necesarias para el ejercicio de sus fun-
ciones que, sin impedirles la eficaz realización de 
las fundamentales tareas de la profesión policial, 
determine una insuficiente capacidad de carác-
ter permanente para el pleno desempeño de las 
propias de su categoría”.
El procedimiento para determinar la situación 
de segunda actividad podrá iniciarse de oficio o 
a instancia del interesado, correspondiendo la 
evaluación de la incapacidad a un Tribunal Mé-
dico compuesto por tres facultativos, que se de-
signarán por el Departamento de Interior y el ór-
gano competente de la respectiva entidad local, 
uno de ellos a propuesta de la representación 
sindical; además “dicho tribunal, podrá recabar 
la participación de aquellos especialistas que es-
time precisos para el correcto ejercicio de su fun-
ción, y disponer la práctica de cuantas pruebas, 
reconocimientos o exploraciones médicas con-
sidere necesarias a tal fin” (art. 87.2 LPPV). Los 
dictámenes de éste resultarán vinculantes para 
el órgano que deba adoptar la decisión (art. 87.3 
LPPV). En el caso que se considere que se está 
incapacitado con carácter permanente, ello se 
pondrá en conocimiento del órgano competente, 
al objeto de que se tramite el oportuno expedien-
te de incapacidad (art. 87.4 LPPV). Sin embargo 
se proyectó la modificación de este precepto en 
el ALPPV, que hubiera pasado a establecer: “Si, 
como consecuencia de los reconocimientos efec-
tuados, el Tribunal apreciara en el funcionario un 
estado de imposibilidad física o de disminución 
de sus facultades que le incapaciten con carácter 
permanente para el desempeño de sus funcio-
nes, lo pondrá en conocimiento del interesado a 
los efectos oportunos”. 
Podrá producirse el reingreso en el caso que se 
demuestre fehacientemente la total recupera-
ción, previo dictamen del Tribunal Médico (art. 
89.2 LPPV). 
Para el pase a segunda actividad rige un cua-
dro de incapacidades que aparece recogido en 
el Anexo I del Decreto 7/1998, de 27 de enero, 
por el que se desarrollan determinados aspec-
tos relativos al pase a la situación administrativa 
de segunda actividad de los  funcionarios de los 
cuerpos de la Policía del País Vasco (BOPV, 12 de 
febrero). En lo que aquí interesa, el apartado 1 
sólo contiene una referencia genérica a trastor-
nos psíquicos, cuando se refiere a “enfermeda-
des, síndromes, procesos patológicos físicos o 
psíquicos que, a juicio del Tribunal Médico, le 
incapaciten para permanecer en la situación de 
servicio activo, y no le ocasionen limitación fun-
cional apreciable, y previsiblemente permanente 
para el elemental desempeño de las tareas fun-
damentales de su categoría, siempre y cuando 
no constituyan motivo de jubilación forzosa por 
incapacidad permanente para el desempeño de 
sus funciones”.
6.3. Pérdida de la condición funcionarial.
La condición de funcionario de la PPV se pierde, 
entre otros motivos, por la jubilación forzosa 
(art. 61.1 LPPV en relación con el art. 37.1.e) de la 
LFPV). Afirma el art. 62.2 LPPV:
“Se podrá declarar la jubilación forzosa, bien 
sea de oficio o a petición del interesado, y pre-
via instrucción del correspondiente expedien-
te, cuando, no alcanzando el funcionario la 
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edad de jubilación legalmente establecida, se 
halle en estado de imposibilidad física o dis-
minución de sus facultades que le incapaciten 
con carácter permanente para el desempeño 
de sus funciones”.
En el caso de que el Tribunal Médico que intervie-
ne en un procedimiento de pase a segunda acti-
vidad, como consecuencia de los reconocimien-
tos efectuados, llegara a la conclusión de que el 
funcionario policial tiene un estado de imposibi-
lidad física o de disminución de sus facultades 
que lo incapaciten con carácter permanente para 
el desempeño de sus funciones, deberá ponerlo 
en conocimiento del órgano competente a fin de 
que  se tramite el oportuno expediente de inca-
pacidad “y, si así procede, su jubilación forzosa” 
(art. 87.4 LPPV).
7.  Prevención de riesgos laborales y 
vigilancia de la salud
El art. 40.2 CE establece que “los poderes pú-
blicos… velaran por la seguridad e higiene en el 
trabajo”. En desarrollo de este precepto cons-
titucional y a la vez trasponiendo la Directiva 
89/391/CEE, del Consejo de 12 de junio de 1989, 
relativa a la aplicación de medidas para promo-
ver la mejora de la seguridad y de la salud de 
los trabajadores en el trabajo, fue aprobada la 
Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención 
de Riesgos Laborales (LPRL), que crea un nuevo 
marco normativo sobre la materia (47).
En realidad, ya el Convenio 155 OIT, sobre Se-
guridad y Salud de los Trabajadores y Medio 
Ambiente de Trabajo, de 22 de junio de 1981, 
afirmó, en su art. 2.1, que el mismo “se aplica 
a todos los trabajadores de las ramas de acti-
vidad económica abarcadas”, concretando en 
su art. 3 que “la expresión ‘ramas de actividad 
económica’ abarca todas las ramas en que hay 
trabajadores empleados, incluida la Adminis-
tración Pública” y que “el término ‘trabajadores’ 
abarca todas las personas empleadas, incluidos 
los empleados públicos”.
Cabe afirmar que, naciendo la prevención de 
riesgos laborales en el ámbito de la relación con-
tractual trabajador-empresario, posteriormente 
se amplió al contexto de las Administraciones 
Públicas (48-49), con algunas dificultades para 
la implantación a empleados públicos militares 
o incluso civiles, pero policiales.
En efecto, la Comisión Europea ya requirió a Es-
paña, mediante escrito de 25 de octubre de 2000, 
para que adoptara las medidas dispuestas en la 
Directiva 89/391/CEE a los cuerpos de policía, a 
raíz de un procedimiento primero administrativo 
y luego judicial que se siguió ante el Tribunal de 
Justicia de la Comunidad Europea. Efectivamen-
te, la S. del Tribunal de Justicia de la Comuni-
dad Europea (Sala 2ª), 12.1.2006, en el asunto 
C-132/04 (50-52), declaró el incumplimiento 
por parte de España de las obligaciones que le 
incumbían en virtud de la Directiva 89/391/CEE 
del Consejo, por lo que respecta al personal no 
civil de las Administraciones Públicas (Ejército y 
Guardia Civil). Intuyendo el sentido de este fallo 
fue aprobado el Real Decreto 179/2005, de 18 
de febrero, sobre prevención de riesgos labora-
les en la Guardia Civil (BOE, de 26 de febrero) y 
posteriormente el Real Decreto 2/2006, de 16 de 
enero, por el que se establecen normas sobre 
prevención de riesgos laborales en la actividad 
de los funcionarios del Cuerpo Nacional de Poli-
cía (BOE, de 17 de enero).
En su día el Departamento de Interior adoptó 
como modelo de organización preventiva un 
Servicio propio de prevención, que se rige por 
lo dispuesto en el Real Decreto 39/1997, de 17 
de enero, por el que se aprueba el Reglamen-
to de los Servicios de Prevención (BOE, 31 de 
enero). Dicho Servicio tiene, entre otras, las 
funciones de realizar la evaluación de los fac-
tores de riesgo –tan diferentes según la clase 
de actividad policial (53) -, informar y formar a 
los ertzaina en materia de salud laboral, vigilar 
la salud de los ertzainas y realizar un reconoci-
miento, que será obligatorio para el/la ertzaina, 
cuando sean detectados trastornos en su con-
ducta, emitiendo dictamen vinculante tras su 
realización (art. 63 D 4/2012). A fin de favorecer 
la participación ha sido creado un Comité de se-
guridad y salud laboral de la Ertzaintza (art. 64 
D 4/2012).
En materia de formación ha de citarse que, desde 
el Servicio de Prevención de Riesgos Laborales 
del Departamento de Interior del Gobierno Vasco, 
se inició un programa  preventivo y fundamental-
mente práctico en materia de salud mental.
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En el BOPV de 10.10.2003 se publicó un concurso 
para la licitación del programa sanitario en mate-
ria de salud mental en la Ertzaintza. El contrato 
de asistencia y servicios resultó adjudicado al 
Hospital Aita Menni, por Resolución de 15.1.2004 
del Director de Recursos Generales del Departa-
mento de Interior del Gobierno Vasco. Se convo-
có nuevo concurso el 13.11.2007 (BOPV, 7 de di-
ciembre), que resultó adjudicado a la misma en-
tidad hospitalaria (BOPV, 10.3.2008). El Pliego de 
Cláusulas Administrativas estableció un plazo de 
ejecución de 24 meses, aunque con posibilidad 
de prórroga hasta un máximo de cuatro años.
En el Pliego de Cláusulas Técnicas se afirma:
“Las situaciones de riesgo a las que se somete 
la Ertzaintza en su trabajo diario genera una 
elevada frecuencia de aparición de síntomas 
psíquicos, así como el trabajo a turnos gene-
ra problemas de sueño, etc. Las patologías 
de orden Psíquico van  aumentando según se 
refleja en los índices de absentismo laboral y 
en las demandas de asistencia, y es por todo 
ello que se hace necesario establecer progra-
mas de prevención de trastornos mentales que 
proporcionen instrumentos para afrontarlos, 
actuando preventivamente antes de que se 
instaure la enfermedad”.
El objeto del contrato es la realización de un 
programa sanitario de prevención en materia de 
Salud Mental en el colectivo Ertzaintza, que se 
imparte mediante una serie de modelos teórico-
prácticos que abordan la prevención de patolo-
gías mentales así como aspectos conflictivos que 
se producen en el ámbito laboral o como conse-
cuencia de la condición de ertzaina y que afectan 
a la salud mental.
Los módulos, que se imparten en los tres Te-
rritorios históricos son, bien de carácter teóri-
co para unos 50 asistentes a los que se ofrece 
formación básica en materia de salud mental, 
información sobre cómo se generan los trastor-
nos mentales y como abordarlos y afrontarlos y 
otros de carácter práctico para grupos de unas 
20 personas, en los que se utilizarán técnicas 
de intervención grupal.
Por otra parte, el art. 66 D 4/2012 se refiere a los 
exámenes de salud de los miembros de la Ert-
zaintza. Se prevén las siguientes modalidades: a) 
exámenes de salud periódicos, de carácter volun-
tario; b) “exámenes de salud de carácter obligato-
rio, a aquellos funcionarios en quienes concurran 
a juicio del Servicio de Prevención, previo informe 
de los Delegados o Delegadas de Prevención, los 
supuestos en que la realización de los reconoci-
mientos sea imprescindible para evaluar los efec-
tos de las condiciones de trabajo sobre la salud 
de los funcionarios o de las funcionarias o para 
verificar si su estado de salud puede constituir un 
peligro para él mismo, para los demás funciona-
rios o funcionarias o para otras personas relacio-
nadas con el servicio o cuando así esté estable-
cido en una disposición legal, en relación con la 
protección de riesgos específicos y actividades de 
especial peligrosidad”; c) exámenes de salud de 
reingreso, que han de realizarse necesariamente 
y con carácter previo al reingreso al servicio activo 
de quienes hubiesen permanecido en otra situa-
ción administrativa más de 6 meses; d) exámenes 
de salud que estén previstos en las convocatorias 
de ingreso, de acceso a cursos de especialización 
y de provisión de puestos de trabajo, de confor-
midad con el contenido de los cuadros de exclu-
siones médicas específicas; e) exámenes periódi-
cos de carácter obligatorio y con la periodicidad 
que se determine por el Servicio de Prevención, 
al personal que desempeñe puestos de trabajo 
cubiertos, mediante la participación en las convo-
catorias precitadas.
Indicar que “en todo caso, la información reco-
gida como consecuencia de esta actividad sani-
taria respetará siempre el derecho a la intimidad 
y dignidad de la persona y la confidencialidad 
de toda la información relacionada con su esta-
do de salud” (art. 66.3 Decreto 4/2012). En este 
sentido “el acceso a la información médica de ca-
rácter individual se limitará al personal médico 
y a las autoridades sanitarias” (art. 63 Decreto 
4/2012). Es decir, existen en el ámbito de los re-
conocimientos médicos unos límites constitucio-
nales que han de respetarse (54).
8. El dispositivo asistencial
La LPPV garantiza a los funcionarios de todos 
los Cuerpos Policiales en el ámbito de esta Co-
munidad Autónoma el derecho “a la asistencia 
sanitaria y a las prestaciones sociales que se re-
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conozcan, así como a la seguridad e higiene en el 
trabajo” (art. 75.f ).
En el caso de los funcionarios de la Ertzaintza, su 
protección asistencial se garantiza a través del 
Régimen General de la Seguridad Social (Disp. 
Adic. 10ª LPPV). Por tanto no se ha seguido el 
modelo estatal que establece regímenes espe-
ciales para la Guardia Civil (el de las Fuerzas Ar-
madas) y para el Cuerpo Nacional de Policía (el 
de los funcionarios civiles del Estado).
Por consiguiente, en cuanto al contenido mínimo 
prestacional habrá que estar a lo establecido en 
el Real Decreto 1030/2006, de 15 de septiembre, 
por el que se establece la cartera de servicios co-
munes del Sistema Nacional de Salud y el proce-
dimiento para su actualización. 
Pero, además de lo anterior, existe un impor-
tante complemento en materia de asistencia 
en salud mental proporcionado por el convenio 
existente desde hace años entre el Hospital 
Psiquiátrico Aita Menni (Mondragón, Gipuzkoa) 
con el Gobierno Vasco. 3 psicólogos y 3 psiquia-
tras de dicho Hospital (uno de cada especiali-
dad en cada Territorio Histórico, aunque la ma-
yor actividad asistencial se produce en Bizkaia) 
se coordinan con un Psicólogo del Departamen-
to de Interior del Gobierno Vasco. Predominan 
las intervenciones psicológicas, especialmente 
las relacionadas con sintomatologías ansioso-
depresivas y trastornos del sueño asociados, 
siendo cuantitativamente menos relevantes los 
trastornos por abuso de alcohol y otras sustan-
cias. Cuantitativamente es inferior el número de 
intervenciones en el ámbito psiquiátrico (tras-
tornos de personalidad y cuadros psicóticos). 
Tenemos constancia de la calidad del servicio 
prestado.
En otro orden de cosas, conforme al art. 8 del 
Anexo del Decreto 4/2012, de 17 de enero, por 
el que se aprueba el Acuerdo regulador de las 
condiciones de trabajo del personal de la Ert-
zaintza para los años 2011, 2012 y 2013 (BOPV, 
20 de enero), el personal incluido en el ámbito 
de aplicación del Acuerdo (funcionarios de ca-
rrera de la Ertzaintza en activo o en segunda 
actividad y el personal funcionario en prácticas 
en un proceso de ingreso, una vez superado el 
curso de formación, salvo algunos supuestos 
excluidos, esta cubierto por una póliza de acci-
dentes por muerte (65.000 euros), incapacidad 
permanente absoluta (82.000 euros), incapa-
cidad permanente total (105.000 euros) y por 
incapacidad permanente parcial (según baremo 
hasta 105.000 euros); también por una póliza 
de vida que las contingencias de por muerte 
(26.000 euros), incapacidad permanente abso-
luta (26.000 euros) e incapacidad permanente 
total (67.000 euros) e igualmente por una póliza 
de responsabilidad civil suscrita por la Adminis-
tración de la Comunidad Autónoma en favor de 
la Administración de la Comunidad de Euskadi, 
sus Organismos Autónomos, sus representan-
tes, empleados y empleadas dependientes en 
el ejercicio de sus funciones o de su actividad 
profesional.
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